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Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el apoderado de la señora MARTHA VELOZA SÁNCHEZ, contra la Fiscalía General de la Nación y la Dirección Seccional de Fiscalías del Departamento de Risaralda, al considerar violados los derechos a la vida, a la unidad familiar, al trabajo en condiciones dignas y el derecho fundamental de la menor CATALINA MARÍA CHÁVEZ VELOZA a no ser separada de su señora madre.    

1.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que se aporta en el escrito pertinente, se puede concretar en:

1.1.- La accionante ingresó al servicio de la Fiscalía General de la Nación, el catorce (14) de marzo de mil novecientos noventa y cinco (1995) como Fiscal Delegada ante los Juzgados Penales Municipales del Distrito Judicial del Caquetá, Departamento donde laboró en las localidades de San Vicente del Caguán y Paujil hasta mediados del año mil novecientos noventa y ocho (1998), cuando por razones de seguridad referidas con amenazas de muerte de las que fue víctima por parte de grupos al margen de la Ley (Guerrilla-Farc-), fue trasladada a la ciudad de Pereira.

1.2.- Contrajo matrimonio con el Capitán de la Policía Nacional CARLOS ENRIQUE CHÁVEZ PATIÑO, quien para ese entonces (julio de 1998) prestaba sus servios en el Comando del Departamento de Policía Risaralda, de cuya unión nació la niña CATALINA MARÍA CHÁVEZ VELOZA quien en la actualidad cuenta con seis (6) años de edad. 
1.3.- Su esposo perdió la vida el cuatro (4) de julio de dos mil (2000), cuando fue emboscado en las afueras del municipio risaraldense de Belén de Umbría, durante una incursión guerrillera, en la que además murieron otros miembros de esa institución. Para esa época, el mencionado oficial se desempeñaba como Comandante de la Estación Belén de Umbría y estaba al mando de la patrulla atacada.
1.4.- La Dra. VELOZA SÁNCHEZ desde el mes de octubre de dos mil cuatro (2004) laboraba como Fiscal Dieciocho Delegada ante los Juzgados Penales Municipales de Dosquebradas (Rda.), hasta el pasado dieciséis (16) de febrero cuando la Dirección Seccional Administrativa y Financiera de la Fiscalía General de la Nación, al acatar lo solicitado por el Director Seccional de Fiscalías, profirió la resolución No. 143 mediante la cual ordenaba el traslado de los Drs. MARTHA VELOZA SÁNCHEZ y JORGE ELIÉCER GALLEGO BRITO, Fiscales Locales. Tal acto, dispuso el traslado de la accionante a la Fiscalía Local de Quinchía, para que recibiera como Fiscal 12 Local, mientras el Dr. GALLEGO BRITO, debía asumir como Fiscal 18 Local en Dosquebradas, a partir del lunes veinte (20) de febrero de dos mil seis (2006).

1.5.- La menor CATALINA MARÍA CHÁVEZ VELOZA se encuentra debidamente matriculada en un plantel educativo de la ciudad y por el traslado de su señora madre, de quien nunca se ha separado, no tendría quien controle su horario, o le ayudara en sus tareas diarias. Destaca que la menor no tiene papá, sus familiares más cercanos los tiene en la ciudad de Cali, y su madre es la única que vela por su sustento y cuidado.
En esos términos, acude ante el Juez Constitucional para solicitar en primer lugar que la menor no sea separada de su progenitora, es decir, no se destruya la unidad familiar, en segundo término, que no se someta a la Dra. VELOZA SÁNCHEZ a una nueva tortura sicológica, al condenarla a vivir lo que ya vivió como Funcionaria en San Vicente del Caguán y el Paujil (Caquetá), de donde tuvo que salir por amenazas contra su vida. Si se insiste en enviarla a Quinchía, que por sus antecedentes, ubicación geográfica, está ubicado en la que es considerada zona de orden público, corredor vial para los grupos al margen de la ley, sería poner en riesgo su vida e integridad personal. Afirma que si en el pasado fue objeto de amenazas, el riesgo sigue latente, ya que es bien sabido que los grupos subversivos conservan archivos detallados con nombres, apellidos y cargos de los funcionarios que tienen como objetivo militar, y no descansan hasta hacer efectivas sus amenazas.
Destaca también que la actora intentó entrevistarse con el Director Seccional de Fiscalías, para solicitar la reconsideración del traslado o la posibilidad de enviarla a un sitio donde no peligre su vida y no se desintegre su grupo familiar, sin que pudiera llevarse a cabo la conversación.
Finalmente, pide que el Juez en sede de tutela, ordene al señor Director Seccional  de Fiscalías que previos los trámites pertinentes con la Dirección Administrativa y Financiera, se revoque la resolución que ordenó el traslado de la actora al municipio de Quinchía. Si es necesario el traslado, que se ordene al Director Seccional de Fiscalías, estudie la posibilidad de hacerlo hacia un municipio diferente a Quinchía, que no tenga problemas de orden público, donde no peligre su vida y no sea separada de su pequeña hija. Sugiere como posibles destinos las localidades risaraldenses de Santa Rosa de Cabal, Pereira o La Virginia.
En el escrito pertinente se transcribió abundante jurisprudencia atinente con el tópico de la acción, se anexó copia del oficio dirigido a la Dirección Seccional de Fiscalías, de la resolución que ordenó el traslado y del registro civil de la menor CATALINA MARÍA CHÁVEZ VELOZA.   

3.- CONTESTACIÓN

3.1.- Delegada del Señor Fiscal General de la Nación.

Manifiesta que de conformidad con el contenido del artículo 11.21 de la Ley 938 de 2004, es facultad del Fiscal General de la Nación definir las situaciones administrativas de los servidores de la entidad, la cual puede delegar en los servidores del más alto nivel, en virtud del artículo 13 ibidem. Es así como mediante resolución 0-0013 del cuatro (4) de enero de dos mil cinco (2005), tal facultad se concedió a los Directores Seccionales en sus respectivas jurisdicciones territoriales, y se consagró en sus artículos 8 a 12 la forma de realizar el ius variandi, por necesidades del servicio o por solicitud ya sea del interesado o del jefe inmediato.

Sobre las necesidades del servicio, puntualiza que el acto administrativo atacado es simplemente un acto de disposición, propio de la facultad discrecional, en consecuencia, no está sometido a motivación distinta de la que allí se expresó y que no debía obedecer a un proceso administrativo en vista que la Fiscalía maneja una planta global y flexible, con lo cual no se produjo violación al derecho fundamental al debido proceso. Destaca también que ese tipo de decisiones discrecionales carecen de recursos en vía gubernativa. La resolución de traslado fue expedida con fundamento en las necesidades del servicio de la entidad, adecuada a los fines de la norma que lo autoriza y proporcional a los hechos que le sirven de causa, en cuya determinación se tuvieron en cuenta las normas y directrices que la reglamentan.

De otro lado, señala que la solicitud de amparo es improcedente dado que existe otro medio de defensa judicial como es el ejercicio de la acción ante la jurisdicción contenciosa administrativa, competente para declarar la nulidad de los actos administrativos de traslado, que gozan de la presunción de legalidad, jurisdicción ante la cual se puede solicitar la suspensión provisional del acto, mecanismo que es igualmente idóneo, así como lo es el mecanismo constitucional de la Tutela.

En el presente evento, no se dan los requisitos excepcionales para la procedencia del amparo, debido a que no se acreditó que la demandante sufra de alguna dolencia física que le imposibilite estar en el municipio de Quinchía (Rda.). De igual manera, tampoco se podía conceder como mecanismo transitorio, por cuanto no se configura el perjuicio irremediable, de conformidad con los requisitos exigidos por la jurisprudencia constitucional.
Además, destacó que era obligación de la Fiscalía prestar su servicio en todo el país, estándole vedado determinar en qué sitios lo prestaba y en cuáles no, de tal manera que en el municipio de Quinchía (Rda.) también subsistía tal obligación, sin que pudiera afirmarse que a los funcionarios que laboran en lugares como ese, ni a los miembros de su grupo familiar, se les vulneraran derechos fundamentales. Con el traslado ordenado, no se le había impedido a la funcionaria aludida, desarrollar en condiciones dignas y justas las funciones propias del cargo que viene ejerciendo, por el simple hecho de haberse variado su sede laboral. Recuerda que el apremio del servicio estatal es imprescindible y de disponibilidad absoluta en todos los sitios del país donde se requiera, sin que se puedan interponer los intereses de los particulares a los intereses generales de la entidad, que cumple una función trascendental como es la de administrar justicia, la cual se vería entorpecida si por las mismas decisiones judiciales se impidiera a la administración llevar a cabo los movimientos de personal requeridos para el cumplimiento de la función constitucional y en procura de un mejor servicio.
Por ser la planta de personal de la Fiscalía global y flexible, los empleados y funcionarios se encuentran adscritos a determinadas dependencias con vocación de movilidad de acuerdo con las necesidades del servicio y la entidad estaba facultada para producir los cambios administrativos pertinentes, sin que se pueda considerar que la inamovilidad sea uno de los privilegios con que cuentan quienes laboran en esa institución. Así, se tiene que los compromisos de un determinado servidor deben adecuarse especialmente a su situación laboral, siempre susceptible de ser variada para ubicarlo en cualquier lugar del país.
Del traslado aludido, no se podía desprender que se diera un trato discriminatorio o injusto a la accionante, ya que continúa vinculada a la Fiscalía, en igualdad de condiciones a las que tenía en la ciudad de Pereira, ejercer el mismo cargo, devenga el sueldo que le corresponde y goza de todas las prerrogativas que el mismo le otorga. Solicita la denegación del amparo deprecado.

3.2.- Dirección Seccional de Fiscalías.
Sostiene que en el Estatuto Orgánico de la Fiscalía General de la Nación –Ley 938/04- se establece en su artículo 28 como funciones del Director Seccional de Fiscalías: dirigir y controlar el funcionamiento de las dependencias que la conforman y, desarrollar acciones tendientes a mejorar la gestión de los despachos de su jurisdicción. La resolución 1501 del diecinueve (19) de abril de dos mil cinco (2005), reglamenta las situaciones administrativas de su personal y establece en su artículo 44 que el traslado de los servidores públicos se produce cuando un servidor de carrera o de libre nombramiento y remoción  se designa para suplir la vacancia definitiva de un cargo o para intercambiarlo con otro cuyas funciones sean afines a las que desempeña, de la misma naturaleza, categoría, nomenclatura y remuneración. Así, la entidad puede modificar las condiciones de trabajo de sus servidores, siempre y cuando se respeten las anteriores pautas y no implique condiciones menos favorables para el trasladado.

Cita jurisprudencia del Consejo de Estado que dictamina que la administración debe tener la libertad de mover a su personal, porque en caso contrario no podrían hacerse traslados dado que toda persona tiene compromisos de índole familiar, personal y de todo orden que en la práctica haría inviable la figura del traslado.
Justifica el movimiento laboral de la actora en las necesidades del servicio, de conformidad con lo reglado en el artículo 45 de la Resolución 1501, causal motivante del oficio que esa Dirección envió al Director Administrativo y Financiero, solicitando el traslado de la Dra. MARTHA VELOZA SÁNCHEZ debido a los múltiples y reiterativos inconvenientes que ha tenido a nivel profesional, laboral y personal con sus compañeros de trabajo y subalternos, para lo cual a su vez, cita el contenido del oficio dirigido por la Coordinadora de la Unidad Local de Fiscalías, el cual adjunta con su respuesta. De tal escrito, hace alusión a las quejas presentadas por los integrantes de la SIJIN, del C.T.I, la señora Juez Segunda Penal Municipal de Dosquebradas, por integrantes de la misma Unidad Local de Fiscalías y por el público en general; relacionadas con el maltrato, autoritarismo, desorganización en el trabajo y la inconformidad con la labor desarrollada por la citada Fiscal, durante las audiencias preliminares y de conocimiento. Por tal razón, se ha optado por ubicar a la actora en una Fiscalía con carga laboral baja, con lo cual se pretende disminuir la afectación del servicio.
Se fundamenta también en jurisprudencia de la Corte Constitucional relacionada con el ius variandi presente en aquellas instituciones que cuentan con planta global y flexible, para cumplir a cabalidad las funciones asignadas, que permite ubicar a los funcionarios en las diferentes dependencias del territorio nacional.

Frente a los argumentos esbozados en la acción de tutela, formuló los siguientes planteamientos: a)- No se está separando a la menor CATALINA MARÍA CHÁVEZ de su madre, los problemas relacionados con la matrícula que ya se efectuó en plantel de esta ciudad se solucionarían si se lleva a la menor y la inscribe en un establecimiento educativo del sitio de traslado, donde seguramente la niña disfrutará de un ambiente más tranquilo, seguro y sano que el actual. Al estar la familia más cercana en Cali, es una razón más para efectuar tal recomendación; b)- No obra constancia en los archivos de la entidad, que hagan referencia a que el traslado de la funcionaria desde el Caquetá a esta Seccional, obedeció a razones de seguridad, cuando la resolución de traslado sólo la motivan las necesidades del servicio; c)- El traslado de la actora no es más que un cambio de lugar de trabajo de una ciudad a otra y no se puede concluir que con ello se está destruyendo o afectando la unidad familiar, ya que como lo manifiesta la misma accionante, su unidad doméstica está conformada por ella y su pequeña hija; d)- La vida de la Dra. VELOZA SÁNCHEZ no corre peligro grave ni inminente, porque está expuesta a los mismos riesgos que cualquier funcionario judicial tiene que asumir en cumplimiento de su labor constitucional y legal. Durante todos los últimos años de existencia de la Fiscalía General de la Nación, ningún Fiscal ha sido amenazado, ni mucho menos ha sufrido atentado alguno en la Unidad Local de Quinchía; e)- La funcionaria conoce de los delitos de competencia de las unidades locales. Además, en Quinchía existe un Fiscal Seccional que conoce de los delitos relacionados con grupos paramilitares o guerrilla, sin que éste o los anteriores hayan sufrido ningún tipo de amenaza o presión; f)- No puede entenderse que el traslado ordenado afecte la unidad familiar, ya que ella no puede entenderse simplemente como unidad física (techo y lecho) sino que va más allá e implica lazos espirituales que irradian amor y afecto para los cuales no existe lejanía ni imposibilidad en la distancia, máxime si la madre podrá tener más tiempo para compartir con su hija; g)- No se pueden anteponer los intereses particulares a los generales de la entidad que cumple funciones de administrar justicia. En ese entendido, es comprensible el deseo de la actora -así como el de otros funcionarios- de ejercer su labor donde se encuentre su entorno familiar, sin embargo la estructura de la Fiscalía General de la Nación es descentralizada hacia todo el territorio Nacional para cumplir con la labor que Constitución y Ley le asignaron; h)- No puede predicarse arbitrariedad, abuso de poder o violación de derechos fundamentales, por cuanto la adecuada y eficiente prestación del servicio público es piedra angular sobre la cual se erige la organización y funcionamiento del Estado.

Destaca además, la situación de desacato de la actora, quien desde el momento mismo de la comunicación de la resolución de traslado manifestó que no se iría para Quinchía y así se lo hizo saber al Dr. JORGE ELIÉCER GALLEGO, tal como consta en oficio que también allega con su contestación. Refiere también que la accionante, posteriormente allegó a esa Dirección formato de hospitalización en el Instituto de Sistema Nervioso de Risaralda, con diagnóstico de trastorno adaptativo. Considera inadmisible que se sacrifiquen razones del servicio e intereses constitucionales por los efectos que un traslado pueda causar a la salud mental de un funcionario, cuando el mismo no se ha hecho efectivo y la afectación de la salud constituye apenas una mera expectativa. Sobre los problemas de salud, estima que deben orientarse por la A.R.P. a la que se encuentre afiliada, entidad que de ser procedente podría recomendar una nueva reubicación laboral. Al punto, señala que hechas las consultas con la A.R.P. Colmena a la cual están afiliados todos los servidores públicos de la Fiscalía, se le manifestó que no existe valoración sicológica que pueda determinar si su traslado la puede afectar.  
En cuanto al señalamiento hecho por la accionante, para ser trasladada a determinados lugares del mapa Judicial del Departamento, es coartar a la Dirección Seccional de Fiscalías su facultad de organizar a nivel seccional por justas causas, el rendimiento laboral de sus funcionarios, como ocurre en el presente evento.
Finalmente, depreca la improcedencia de la acción de tutela, porque existen otros medios de defensa judicial para obtener la revocatoria del acto administrativo que goza de la presunción de legalidad, facultad asignada al Juez Contencioso Administrativo en detrimento del Juez de Tutela. En el caso de ser utilizada la tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, se tendría que demostrar la gravedad, la urgencia y la inminencia del peligro, requisitos que en el presente caso no concurren.

4.- PRUEBAS

Se admitieron como pruebas, las aportadas por la parte accionante: Copia simple de la resolución No. 143 del dieciséis (16) de febrero de dos mil seis (2006). Copia del registro civil de nacimiento de la niña CATALINA MARÍA CHÁCEZ VELOZA. Copia del oficio dirigido por la actora al señor Director Seccional de Fiscalías, fechado el dieciocho (18) de febrero del corriente año. Constancia de hospitalización de la Da. MARTHA VELOZA SÁNCHEZ en el Instituto del Sistema Nervioso de Risaralda S.A. Copia de la incapacidad laboral concedida a la actora, por espacio de veinte (20) días, contados a partir del 20-02-2006, y copia de orden médica de hospitalización por presentar síntomas ansioso depresivos, donde se sugiere no trasladar a la paciente por su estado mental actual. Además, las allegadas por el señor Director Seccional de Fiscalías: Copia del oficio que el fue remitido por la señora Coordinadora Local de Fiscalías de Dosquebradas, del dieciséis (16) de febrero del año en curso y Oficio signado por el Dr. JORGE ELIÉCER GALLEGO BRITO, del veinte (20) de febrero. De igual manera, se recibió por parte de una de las deponentes, copia de oficio dirigido a la Jefe de la Unidad Local de Fiscalías donde se reportan errores en las carpetas que se llevan en la Fiscalía 18 Local; igualmente, copia de la queja que hace un agente de la Policía Nacional en contra de la Dra. MARTHA VELOZA SÁNCHEZ, fechado el veintisiete (27) de abril de dos mil cinco (2005)
Por solicitud de las partes, se recepcionaron los siguientes testimonios:

- Dra. MARÍA ESPERANZA AGUDELO MARÍN, Juez Primera Penal Municipal de Dosquebradas.

- Dra. MARÍA ISABEL CASTAÑEDA OCHOA, Jefe de la Unidad Local de Fiscalías de Dosquebradas.
- Dr. JORGE ELIÉCER GALLEGO BRITO, Fiscal 18 Local de Dosquebradas.

- Dra. MARTHA VELOZA SÁNCHEZ, Actora.
- Dra. DIANA LUCÍA CORREA VALENCIA, Juez Primera Penal Municipal de Dosquebradas. 

- Y Dr. MIGUEL ÁNGEL RODRÍGUEZ, Médico Siquiatra.

También se allegó al presente trámite, valoración médico legal practicada a la accionante por parte del señor Sicólogo Forense, adscrito al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses de esta capital. 
5.- Para resolver, SE CONSIDERA
La acción de tutela se erige hoy por hoy, tras casi quince años de desarrollo jurisprudencial en el instrumento válido para que los ciudadanos acudan ante cualquier Juez en procura de hacer respetar los derechos fundamentales cuando resulten afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir este, se trate de evitar un perjuicio irremediable caso en el cual la tutela procede de manera transitoria.

El problema puesto a consideración de la Sala, en su rol de Juez Constitucional, consiste en obtener por este singular medio, la revocatoria del acto administrativo que dispuso el traslado de la actora desde el vecino Municipio de Dosquebradas, hasta la localidad de Quinchía (Rda.), para que se desempeñe como Fiscal Local, o en su defecto, se ordene modificar la resolución pertinente, para que la Dra. MARTHA VELOZA SÁNCHEZ sea destinada a una repartición territorial diferente.

De conformidad con la normatividad que regula la acción de tutela y los lineamientos trazados por la jurisprudencia tanto de nuestro superior funcional, la honorable Corte Suprema de Justicia, como del máximo órgano de cierre en materia constitucional, lo que aquí se persigue, de manera normal, escapa a la esfera de competencia del Juez en sede de tutela, por la existencia de otros medios de defensa judicial, en concreto, la posibilidad con que se cuenta de acudir de manera directa a la jurisdicción contencioso administrativa y ejercitar la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, contemplada en los artículos 131 y 136 del Decreto 01 de 1984, Código Contencioso Administrativo, donde de conformidad con lo establecido en su artículo 152, podrá solicitar la suspensión provisional del acto administrativo pertinente. Mutatis mutandis, es al Juez Contencioso Administrativo a quien corresponde anular o modificar esa manifestación unilateral de la voluntad de la administración que produce efectos jurídicos sobre determinada persona, como aquí ocurre.

Muy a pesar de lo dicho, el amparo tutelar prevé que aún existiendo esa opción, podría darse lugar a la protección de un derecho fundamental en forma provisional para evitar un perjuicio irremediable. Ante esta posibilidad, es deber de la Sala pronunciarse de fondo sobre las pretensiones de la demanda, y emprende el estudio del presente evento desde las dos aristas que presenta y que han sido ventiladas por las partes trabadas en la confrontación; es decir, el ius variandi esgrimido por la Fiscalía General de la Nación como fundamento del traslado ordenado, y la afectación sobre la accionante y su grupo familiar que contiene la demanda.
Dejamos dicho desde ya, que una revisión minuciosa de múltiples fallos existentes en la materia, tanto de nuestra Corte Suprema de Justicia, como de la Corte Constitucional, nos hacen concluir, en términos generales, que para que prospere la acción tienen que concurrir al menos una de las siguientes situaciones: 1)- Que el acto administrativo que dispone el traslado es abiertamente arbitrario y desproporcionado a la situación objetiva, por violación a un uso razonable del poder discrecional del ius variando; y/o 2)- Con la determinación se causa un grave y manifiesto daño (fuera de lo normal) a la persona trasladada o a su medio familiar. Miremos entonces si ambos, o alguno, o ninguno, de esos presupuestos se dan en el caso concreto.
5.1.- El Ius Variandi
Ha sido enfática la Fiscalía General de la Nación en sus niveles central y seccional, en defender su posición en el sentido que tal entidad, está debidamente facultada por la Ley, para fijar el sitio de trabajo de las personas que laboran a su servicio, tal como lo dispone la Ley 938 de 2004 y la Resolución No 1501 del diecinueve (19) de abril de dos mil cinco (2005) expedida por el señor Fiscal General de la Nación.
En eso no cabe discusión alguna y los términos en que viene configurada la demanda no se oponen a esa regla general cierta e indiscutible.

En efecto, esta facultad para remover a sus funcionarios y empleados, ha sido concedida a dicha Institución como herramienta eficaz que permite la correcta prestación del servicio de Administrar Justicia. La Sala comparte el planteamiento así esbozado, que además, ha sido reiterado en múltiples decisiones puestas de presente por la parte accionada.
Evidente también, que por la naturaleza del acto administrativo que dispone el traslado de una persona vinculada al ente investigador, no se exige una motivación diferente a aquella que señala que lo que se pretende es la satisfacción de ese servicio fundamental que cumple la Fiscalía. Motivo legal que incluso se presume en caso de un silencio por parte de la Administración.
Con tal premisa en mente, debe la Sala analizar si el acto administrativo que dispuso el traslado de la actora hacia el municipio de Quinchía (Rda.), en verdad constituye una solución a una problemática presentada y, por tanto, obedece a una necesidad del servicio.

Se dirá que de los abundantes medios probatorios recopilados en el presente trámite, se desprende que en efecto el ambiente laboral imperante dentro de la Unidad Local de Fiscalías de Dosquebradas (Rda.), se vio enrarecido por varias circunstancias que de una u otra forma tuvieron que ver con la Da. MARTHA VELOZA SÁNCHEZ, ya sea de manera directa o indirecta, con o sin su culpa, o con o sin justificación. 
No obstante esa realidad, encuentra la Sala que lo aseverado en su contra debe tomarse con beneficio de inventario, pues existen pruebas encontradas que bien vale la pena mencionar. Se sabe que su comportamiento profesional ha sido cuestionado por la señora Juez Segunda Penal Municipal de Dosquebradas, quien nos relata los inconvenientes por su forma de ser y la falta de compromiso laboral, aunado a  las frecuentes nulidades que han sido decretadas por su despacho en los asuntos de los cuales ha conocido la citada Fiscal y algún retardo a una diligencia en turno de permanencia; sin embargo, tales afirmaciones contrastan abiertamente con lo asegurado por la señora Juez Primera Penal Municipal de esa misma localidad, quien sostiene que la relación de ella y sus subalternos con la actora ha sido buena, destaca como positiva su labor al frente de la Fiscalía y que todo ha transcurrido sin contratiempo alguno. Dice además, que fueron muchas las audiencias que a la Dra. VELOZA le correspondió atender en su despacho (incluso hasta de días enteros) y que siempre lo hizo de manera puntual, diligente y respetuosa. 
Otro factor a considerar, lo constituye el hecho de haberse presentado diferencias entre la aquí accionante y la Coordinadora Local de Fiscalías, que originaron el envío de un oficio mediante el cual se enteró al Director Seccional de Fiscalías de las situaciones presentadas. En la declaración rendida por la Dra. MARÍA ISABEL CASTAÑEDA OCHOA, hubo ratificación sobre el contenido del oficio en mención y se narró además, pormenores de la relación laboral con la Dra. VELOZA SÁNCHEZ. Un cotejo entre ambas exposiciones, nos indica que algunos de ellos son roces de tipo personal acerca de los cuales cada una de ellas considera tener la razón de su parte y que finalmente no dieron lugar a trámite disciplinario alguno. 
A la señora Fiscal trasladada se le reprochan sus omisiones en la actualización de los registros en el SPOA (Sistema Penal Oral Acusatorio), pero se reconoce en ella el volumen de Audiencia realizadas. Aparece preocupación por el desorden interno de su despacho con desaparición de al parecer sesenta expedientes, pero finalmente hubo lugar a una nueva verificación dentro de la cual se aclaró ese desfase y ya lo existente coincide con lo mencionado en la estadística.
Se tiene además, que del testimonio rendido por el Dr. JORGE ELIÉCER GALLEGO BRITO, también se pone de presente un cierto grado de desorden en que encontró el Despacho que otrora rigiera la accionante. 
Hasta aquí, podemos concluir que cada uno de esos factores, apreciados en forma separada, no poseen una trascendencia tal que implicara una movilización de la señora Fiscal, entre otras razones, porque de por medio existen labores que también están asignadas a personal subalterno y cuyo desempeño tendría que ser materia de dilucidación. De igual modo, un porcentaje importante de esos problemas, se deben a la forma de ser de la Dra. VELOZA, pues se dice, y ella así lo admite, que es una persona de un carácter fuerte (forma de ser que sin lugar a dudas tiene amplia explicación en la anamnesis que contiene el dictamen médico legal allegado a esta actuación). 
Sin embargo, una sumatoria de todos esos inconvenientes, hacen pensar que en el ambiente laboral existe una predisposición, un malestar generalizado, posiblemente exagerado e injusto, pero real, y que objetivamente se trasladó tal cual a la Dirección Seccional de Fiscalía, para que al final se pensara en la necesidad de hacer un cambio en el servicio.

Mírese entonces que esta Sala de Decisión no considera que la decisión adoptada por la Dirección Seccional de Fiscalía haya sido infundada y mucho menos arbitraria, pues simple y llanamente acogió una información que se le presentó en un momento determinado y de la cual se confió en que se encontraba ajustada a la realidad. Desde ese punto de vista, es formalmente impecable y en tal sentido nada debe censurar este Tribunal.

4.2.-  La situación particular de la actora, su familia y los efectos del traslado.
Decantado entonces que la determinación de trasladar a la accionante aparece ajustada a derecho en el momento en que se profiere, por tener un respaldo en información obtenida por los conductos regulares, la misma comienza a desencadenar una serie de situaciones que eran desconocidas hasta ese entonces y que en criterio de esta Sala envuelve un trasfondo de serias proporciones por el potencial daño que puede generar.

Lo que nadie sabe, ni por supuesto lo tenía en mente la Dirección de Fiscalías, es que la Dra. MARTHA VELOZA es persona con un sino trágico, ha padecido en su persona y en su familia unos conflictos bien difíciles de superar, los cuales lamentablemente se han transmitido a su pequeña hija. Del contenido de los dictámenes siquiátricos y sicológicos, se extraen unos padecimientos infantiles derivados de una vida familiar violenta, no sólo en el interior de su hogar, sino propios de la época y de la zona en la cual creció. Sumado a ello se tiene: la muerte de sus tres hermanos con arma de fuego, las amenazas de la guerrilla cuando se desempeñaba como Fiscal en el Caquetá, motivo de su traslado a Pereira, seguida del asesinato de su esposo (Oficial de la policía) a manos de un grupo guerrillero, precisamente con influencia en el Municipio de Quinchía a donde casualmente se le quiere enviar por medio del traslado. A consecuencia de la investigación por el homicidio en la persona de su esposo, fue privado de la libertad un subversivo, quien en la actualidad cumple condena por ese crimen.

Es elemental pensar entonces, que ella sienta un temor fundado y excusable para no querer prestar sus servicios en esa región de este Departamento. Ni qué decir de su hija de seis años, quien sabe bien que a donde envían a su señora madre y a donde se la tendrá que llevar si no quiere quedarse sola, es un lugar cercano a aquél en donde mataron a su padre. Más que comprensible por tanto que ambas se sientan agobiadas por esta determinación.
Estamos frente a una situación que se sale de los linderos de lo común, que desborda todas las expectativas que normalmente acompañan un traslado. Nadie ignora que un desplazamiento no deseado incomoda, genera molestias y hasta resentimientos, empero, aquí no se trata sólo de eso, sino de la salud mental de la funcionaria y de su hija menor.
A juicio del Tribunal, así se hallaran argumentos para refutar el peligro inminente que podría correr la funcionaria, tales como los vertidos al expediente en el sentido de que la región está bien custodiada por el Ejército y que hasta la fecha ningún Fiscal ha sido amenazado o afectado en su integridad física por el accionar de los violentos, es un hecho notorio que se trata de una zona roja, con influencia guerrillera, precisamente aquella célula subversiva que dio muerte a su esposo. Pero más allá de esa realidad, lo que definitivamente marca la pauta para esta decisión en tutela, es el estado anímico de la accionante, es su indefectible afectación emocional lo que causa preocupación, pues ella está convencida y nadie se atrevería a dudarlo, de estar corriendo un serio peligro tanto ella como su hija.
Cómo soslayar el recuerdo de lo que le ocurrió en la llamada “zona de distensión”, donde se consolidó como en ninguna otra parte del territorio patrio la hegemonía de las fuerzas revolucionarias. Esas amenazas, no desvirtuadas en esta actuación, cobran fuerza en el momento al ser enterada del traslado del que ha sido objeto. Su reacción inesperada y sobredimensionada, ese cuadro psíquico relevante, no puede ser nada diferente a la somatización de toda esta carga afectiva, lo cual fue factor determinante de la patología que ahora coinciden en describir tanto el médico tratante como el forense en unos mismos términos: TRASTORNO ADAPTATIVO MIXTO POR ANSIEDAD Y DEPRESIÓN. Esa disfuncionalidad fue promovida por la noticia del traslado y se agravará en el momento en que se haga efectivo.

Así las cosas, en aras del respeto a la dignidad de la persona, nos parece inhumano someterla a este compromiso, cuando de por medio pueden existir otras decisiones que conciten más su propia realidad.
Los dos dictámenes de personas expertas en la materia, obtenidos en forma independiente, generan la certeza requerida para obrar en consecuencia, sin necesidad de esperar un pronunciamiento de la A.R.P. a la cual se encuentran afiliados los funcionarios y empleados de la Fiscalía. La situación es concluyente: DE DARSE EL TRASLADO, traerá ineludiblemente una repercusión negativa y potencialmente irreversible en el estado de salud de la paciente.
Y si eso podemos predicar de la madre, el percance con respecto a la niña que se encuentra a su cuidado, no es de menor entidad. Existe la preocupación de que la madre pueda correr igual suerte a la del padre, y la única persona con la que cuenta en este momento, es ella, situación que por demás configura en la actora la calidad de madre cabeza de familia, sujeta a la especial protección constitucional y legal en un Estado Social de Derecho.
4.3.- Tema de la suspensión provisional.

En atención al argumento de la parte accionada referido a que la potencial suspensión provisional en un juicio contencioso administrativo, suple a la tutela, esta Sala de Decisión tiene el siguiente pensamiento a ese respecto: 
De conformidad con el contenido del artículo 8 del Decreto 2591 de 2001, la acción de tutela puede ejercerse de manera directa con la acción de nulidad y las demás previstas en la jurisdicción contenciosa administrativa, por tanto, nada obsta para que por esta vía se someta ante el Juez Constitucional el asunto aún incluso ya se estuviera tramitando ante tal jurisdicción; con mayor razón, como en el presente evento, donde todavía no se ha acudido a demandar el acto administrativo que ordenó el traslado.
Para entender la razón por la cual esta figura de la tutela puede incluso coexistir con la de la suspensión provisional en la jurisdicción contenciosa, importantes es recordar el contenido de la Sentencia T-203 de mayo 26 de 1993, M.P. Gregorio Hernández Galindo, en la cual se aclaró que la diferencia entre esa “inaplicación temporal” por vía de tutela y la “suspensión provisional” del acto administrativo, radica en que “en aquella figura, la materia de análisis no consiste en una posible contradicción entre el acto acusado y las normas superiores que lo gobiernan, sino en la situación de hecho en que se encuentre una determinada persona, en la medida que la aplicación concreta de dicho acto amenace o vulnere sus derechos fundamentales”.

Ocurre además, que el procedimiento Contencioso Administrativo dadas las especiales connotaciones del estado de salud de la actora, no es en realidad una vía afortunada, antes bien, podríamos asegurar que el retardo en esa jurisdicción que ya es hecho notorio, la perjudicaría gravemente. Nótese, a guisa de ejemplo, que la única alternativa que podría tenerse como expedita sería la posibilidad de la medida cautelar especial que rige en ese tipo de procesos y conocida como suspensión provisional del acto, la cual procede tanto para los juicios de Nulidad Simple como para los de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, pues es válida “en todos los procesos en que se discute la legalidad de un acto administrativo”, con la única diferencia que mientras en el de Nulidad simple basta que se aprecie la contradicción entre la norma invocada como violada y el acto, en el de Nulidad y Restablecimiento “es necesario que se demuestre, siquiera sumariamente, la existencia de un perjuicio real y serio.

Bajo ese entendimiento, se hace imperativo evitar por este medio la concretización de los efectos negativos aludidos.
CONCLUSIONES:

A. El acto administrativo de traslado, en lo formal, no encuentra ningún reparo; tampoco lo tiene la respuesta de la Delegataria del señor Fiscal General de la Nación, ni la ofrecida por la Dirección Seccional de Fiscalías, pues ambas presentan en su confección un razonamiento jurídico debidamente decantado y que acoge por razonable, lógico y coherente esta Corporación.

B. La situación personal de la funcionaria VELOZA SÁNCHEZ, que no dudamos en calificar de sui generis, y consecuencialmente el de su hija menor, que no era conocida en toda su extensión por la Dirección de Fiscalía al momento de emitir su acto, amerita en este momento, en criterio del Tribunal, una protección especial inmediata que debe hacerse por vía de tutela y de manera provisional, si el objetivo es evitar un perjuicio irremediable.

En esos términos, no queda otra alternativa que proteger los derechos a la integridad física y mental de la actora, al igual que su integridad familiar, a cuyo efecto la Sala acoge el contenido jurídico de la Sentencia T-420 del 25 de abril de 2005 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, por medio de la cual se concedió el amparo deprecado y se invalidó la decisión de traslado proferida sobre una funcionaria de la Fiscalía General de la Nación, cuyos apartes pertinentes se transcriben:
La Fiscalía General de la Nación dentro de su autonomía administrativa, tiene la facultad de nombrar y remover, de conformidad con la ley a los empleados bajo su dependencia, obviamente, esta autonomía no es absoluta y esta limitada, en razón a la necesidad del servicio
[33]. Si bien las entidades de carácter público que tengan una naturaleza de planta global y flexible gozan de mayor discrecionalidad en el traslado de sus empleados el principio del ius variandi debe responder a criterios de razonabilidad donde han de respetarse los derechos constitucionales de los trabajadores
[34].

La administración goza de discrecionalidad para decidir sobre la reubicación de su personal. No obstante, esta libertad se ve limitada de la siguiente manera: a) el traslado debe efectuarse a un cargo de la misma categoría y con funciones afines; b) para la concesión o la orden de traslado debe atenderse a las consecuencias que él puede producir para la salud del funcionario; y c) en circunstancias especiales la administración debe consultar también los efectos que la reubicación del funcionario puede tener sobre el entorno del mismo
[35]. 

Sin desconocer la potestad discrecional que tienen los entes públicos para distribuir geográficamente, de acuerdo con las necesidades del servicio, sus recursos físicos y el personal, es necesario admitir que tal potestad, como cualquiera otra, encuentra en los derechos fundamentales un límite que puede hacerse respetar por vía de tutela
[36].

La Sala se atreve a pensar que si la información que por este medio se obtuvo, acerca de la condición clínica de la accionante, se hubiera conocido por otros medios en la Fiscalía, muy probablemente se habría producido una revocatoria directa del traslado, o por lo menos se hubiera reconsiderado el destino del mismo, dado que si bien es cierto no sufre dolencia física que le impida cumplir con lo dispuesto, como se mencionó en la respuesta del nivel central de la Fiscalía, es lo cierto que se trata de padecimientos síquicos que impiden la materialización del traslado. 
No sobra advertir, finalmente, que en realidad la actitud de desacato o desafío que aparentemente se aprecia en la señora Fiscal y que ha causado malestar en la Dirección, no se presenta frente a las potestades de la autoridad superior, pues tanto en la demanda como en la versión ofrecida por la Dra. VELOZA ante este Tribunal, ella expresa ser consciente de ese derecho al ius variandi y está presta a acatar un cambio de sede según se considere conveniente a efectos de una mejor prestación del servicio, siempre y cuando, por las obvias razones aquí decantadas, no sea en una zona de orden público. Recuérdese al punto, según lo informado, que la razón para haber sido desplazada a esta capital desde el Caguán, no era otro, al buen criterio del señor Fiscal General de la Nación de aquél momento, que procurarle unas condiciones de seguridad diferentes.
Es por todo lo anterior, que la Sala dispondrá dejar sin efecto temporal la orden de traslado hacia el Municipio de Quinchía (Rda.), mientras la actora acude en demanda ante la jurisdicción contenciosa administrativa, como corresponde. Acción que se deberá impetrar a más tardar dentro de los cuatro meses siguientes al proferimiento de este fallo. Se sugiere a la parte accionada, si lo considera conveniente y dentro de las posibilidades existentes, optar por un traslado a otra sede del Distrito que no tenga una marcada injerencia guerrillera.
5.- DECISIÓN
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELAN los derechos a la salud en conexidad con la vida de la señora Fiscal MARTHA VELOZA SÁNCHEZ, y la hija menor de la accionante, CATALINA MARÍA CHÁVEZ VELOZA.

SEGUNDO: Se dispone dejar temporalmente sin efecto la orden de traslado hacia el Municipio de Quinchía (Rda.), mientras la actora acude en demanda ante la jurisdicción contenciosa administrativa, como corresponde. Acción que se deberá impetrar a más tardar dentro de los cuatro meses siguientes al proferimiento de este fallo. Se sugiere a la parte accionada, si lo considera conveniente y dentro de las posibilidades existentes, optar por un traslado a otra sede del Distrito que no tenga una marcada influencia guerrillera. 

TERCERO: Si esta decisión no es impugnada, por secretaría remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      
 
                  VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
�   PALACIO HINCAPIÉ, Juan Angel, DERECHO PROCESAL ADMINISTRATIVO, Librería Jurídica Sánchez, 2ª Ed., 2000, Medellín, pg.260.


�[33] Sentencia T-209 de 2001 MP: Alfredo Beltrán Sierra: “3.3. Lo primero que ha de advertirse, es que la Fiscalía General de la Nación dentro de su autonomía administrativa, tiene la facultad de nombrar y remover, de conformidad con la ley a los empleados bajo su dependencia, obviamente, esta autonomía no es absoluta y esta limitada, en razón a la necesidad del servicio. Así lo ha manifestado esta Corporación en múltiples de sus fallos, en donde ha dicho que:


"........el llamado jus variandi -entendido como la facultad que tiene el patrono de alterar las condiciones de trabajo en cuanto al modo, lugar, cantidad o tiempo del mismo, en virtud del poder subordinante que ejerce sobre sus trabajadores- está "determinado por las conveniencias razonables y justas que surgen de las necesidades de la empresa" (se subraya) y que de todas maneras "habrá de preservarse el honor, la dignidad, los intereses, los derechos mínimos y la seguridad del trabajador" (Corte Constitucional. Sentencia T-407 de junio 5 de 1992).


"El jus variandi no es absoluto. Está limitado, ante todo, por la norma constitucional que exige para el trabajo condiciones dignas y justas (art. 25 C.N.), así como por los principios mínimos fundamentales señalados por el artículo 53 de la Carta en lo que concierne al estatuto del trabajo. Y, por supuesto, su ejercicio concreto depende de factores tales como las circunstancias que afectan al trabajador, la situación de su familia, su propia salud y la de sus allegados, el lugar y el tiempo de trabajo, sus condiciones salariales, la conducta que ha venido observando y el rendimiento demostrado. En cada ejercicio de su facultad de modificación el empleador deberá apreciar el conjunto de estos elementos y adoptar una determinación que los consulte de manera adecuada y coherente. En últimas, debe tomar en cuenta que mediante aquella no queda revestido de unas atribuciones omnímodas que toman al trabajador como simple pieza integrante de la totalidad sino como ser humano libre, responsable y digno en quien debe cristalizarse la administración de justicia distributiva a cargo del patrono" (Subrayado fuera del texto) (Corte Constitucional, Sentencia. T-483 de 1993).


�[34] Sentencia T-752 de 2001 MP: Rodrigo Escobar Gil: “El Departamento Administrativo de Seguridad D.A.S., es un ente de carácter nacional, cuya labor de investigación es fundamental para la seguridad nacional en sus diferentes aspectos. Es por ello, que el recurrir al principio del ius variandi, en aras de lograr un mejor nivel en la prestación de sus servicios, y ello significa, que dicho principio no puede sustentarse en la arbitrariedad sino en la discrecionalidad, pues ante todo, deben primar los derechos constitucionales de los trabajadores que se ven involucrados en la decisión asumida por su empleador.”


�[35] Sentencia T-715 de 1996 MP: Eduardo Cifuentes Muñoz: “La Corte se ha pronunciado ya en diversas ocasiones acerca de las circunstancias especiales que permiten a través de la tutela revocar un traslado laboral. Así, cuando se trata de la salud del mismo funcionario, la Corte ha considerado que la tutela es procedente para ordenar su traslado a una ciudad en donde pueda ser asistido debidamente - siempre y cuando exista una vacante en la que pueda ser reubicado - o para revocar la orden de traslado, cuando la localidad de destino carece de las condiciones necesarias para el cuidado médico del empleado. Así lo ha establecido en las sentencias de tutela T-330 de 1993, T-483 de 1993, T-131 de 1995, T-181 de 1996 y T-514 de 1996. 


Sin embargo, cuando se ha solicitado la tutela con el argumento de que el traslado significa una ruptura de la unidad familiar - bien sea porque las actividades escolares de los niños dificultarían su mudanza, o bien porque los problemas del embarazo de la mujer le impiden desplazarse junto con su esposo, o bien porque los padres del funcionario son de avanzada edad - ésta ha sido negada. Así se ha dispuesto, por ejemplo, en las sentencias T-615 de 1992 y T-311 de 1993. En esta última, se precisa: "Desde luego, las dificultades propias de estas situaciones [relacionadas con el traslado] no hacen que se produzca la violación a los citados derechos fundamentales de los menores; éstas son, en buena medida, una carga que se debe soportar cuando se está vinculado a la administración en cargos como el de la señora María G. Méndez y, en consecuencia, se debe responder a ella con objetividad". 


Igualmente, la tutela ha sido negada cuando se ha invocado como motivo que el traslado de localidad o de horario de trabajo significa para el funcionario el abandono de sus estudios, en desmedro de su derecho a la educación. Así se resolvió en las sentencias T-362 de 1995 y T-016 de 1995.


Dentro del tema de los traslados, la Corte sólo se ha pronunciado una vez con respecto a la incidencia que puede tener en ellos la salud de los familiares del empleado, en la sentencia T-593 de 1992 (MP. José Gregorio Hernández Galindo), en la cual se resolvió acerca de la petición de una empleada de una empresa privada para que fuera trasladada a Bogotá, donde residían sus hijos menores de edad,  dos de ellos afectados por graves problemas de salud. La Corte concedió la tutela y ordenó el traslado de la actora. Cabe resaltar, sin embargo, que en este caso se presentaba la especial circunstancia de que la actora había sido despedida por la empresa cuando laboraba en Bogotá. La trabajadora demandó a la sociedad comercial ante la justicia laboral y ésta ordenó el reintegro, en las mismas condiciones laborales. Con todo, la empresa, a pesar de haberla reintegrado, decidió enviarla lejos de Santa Fe de Bogotá, en claro desacato de la sentencia del juez laboral.


�[36] Sentencia T-839 de 1999 MP: Vladimiro Naranjo Mesa: "...la facultad del empleador de trasladar a sus trabajadores no es absoluta, pues encuentra sus límites en las disposiciones de la Constitución Política que exigen que el trabajo debe desarrollarse en condiciones dignas y justas y bajo los principios mínimos fundamentales señalados por el artículo 53. En su jurisprudencia, la Corte ha señalado que la facultad discrecional de la administración para modificar la ubicación territorial de sus funcionarios no puede ser utilizada en forma arbitraria,�[36] y que, en caso de que así lo sea, podrá ser acusada, en situaciones especiales, por medio de la acción de tutela. Ello significa, en primera instancia, que los traslados solamente pueden realizarse a cargos equivalentes al original, es decir, a empleos de la misma categoría y con funciones afines. Y en segundo lugar, que en algunas ocasiones la decisión sobre el traslado deberá consultar el entorno social del trabajador, con el objeto de evitar perjuicios considerables." (Sentencia T-353/99 M.P. Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz) (Subrayas fuera del original)


� Cfr. Sentencia T-420 del 25-04-2005 M.P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa
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